
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CUADERNILLO  B 
 

 

PRIMER EJERCICIO 

 

 

 
16 PLAZAS TÉCNICO/A DE GESTIÓN DEL 

AYUNTAMIENTO DE MADRID 

 



 

 
 

1. La mayoría de dos tercios de cada Cámara y la disolución inmediata de las Cortes es precisa:  

a) Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al artículo 14 y al 

Capítulo segundo del Título I. 

b) Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al  Título preliminar, 

al Capítulo segundo, Sección Primera del Título I, o al Título II. 

c) Cuando se propusiere la revisión parcial que afecte al Título preliminar, al artículo 14 y al Capítulo 

segundo, Sección segunda, del Título Primero. 

 

2. Señale cuál de las siguientes aseveraciones es correcta: 

a) No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados 

de alarma, excepción y sitio 

b) Al Rey corresponde, previa autorización del Congreso de los Diputados, declarar la guerra y hacer la paz 

c) La respuesta de los apartados a) y b) son correctas. 

 

3. Señale la respuesta correcta, conforme a lo dispuesto en el artículo 53 de la Constitución Española: 

a) La tutela de las libertades y derechos reconocidos en artículo 14 y la Sección primera del Capítulo 

primero del Título I de la Constitución Española podrá ser recabada por cualquier ciudadano ante los 

Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en 

su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. 

b) La tutela del ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en el Capítulo segundo del Título I de la 

Constitución Española podrá ser recabada por cualquier ciudadano ante los Tribunales ordinarios por 

un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del 

recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. 

c) El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero del 

Título I de la Constitución Española informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación 

de los poderes públicos. 

 

4. Conforme a lo establecido en la Constitución española será tutor del Rey menor, con carácter 

preferente sobre los demás: 

a) El padre o la madre mientras permanezcan viudos. 

b) La persona nombrada por las Cortes Generales. 

c) La persona nombrada por el Rey difunto en su testamento, siempre que sea mayor de edad y español 

de nacimiento. 

 

5. Según el artículo 100 de la Constitución Española, los miembros del Gobierno  

 

a) Ante la propuesta del Presidente, aceptarán y prometerán el cargo 

b) Serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta del Presidente del Gobierno. 

c) Serán propuestos por el Presidente del Gobierno y jurarán o prometerán el cargo ante el Rey. 

 

6. El Consejo General del poder judicial 

a) Estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo y por doce Jueces y Magistrados de todas las 

categorías judiciales elegidos por mayoría simple del Congreso.  



b) Estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros 

nombrados por el Rey por un período de cinco años. 

c) Estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo y por veinte Jueces y Magistrados propuestos 

por el Congreso de los Diputados y el Senado a partes iguales.  

 

7. Conforme determina el artículo 141 de la Constitución Española: 

a) La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia. 

b) La provincia es una entidad local con personalidad jurídica plena. 

c) La provincia es una entidad local con personalidad jurídica autónoma. 

 

8. ¿Cuál es el porcentaje de Diputados de la Asamblea de Madrid necesarios para exigir la responsabilidad 

política del presidente o el gobierno mediante moción de censura? 

a) 15 por ciento de los Diputados. 

b) 10 por ciento de los Diputados. 

c) 20 por ciento de los Diputados. 

 

9. Conforme al artículo 7.2 del Estatuto de Autonomía, gozan de la condición de ciudadanos de la 

Comunidad: 

a) Los madrileños que estén empadronados en la Comunidad de Madrid. 

b) Los españoles que de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad administrativa en 

cualquiera de sus municipios. 

c) Los españoles y extranjeros que habiten en la Comunidad de Madrid con carácter habitual. 

 

10. Según el artículo 218 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, ¿qué institución aprobará 

las directrices de negociación y celebrará los acuerdos internacionales en nombre de la Unión Europea? 

a) La Comisión 

b) El Consejo 

c) El Parlamento Europeo 

 

11. La ordenación jerárquica de los Reglamentos determina que el primer lugar en el orden de prelación 

lo tienen: 

a) Las Disposiciones aprobadas por Orden Ministerial. 

b) El Real Decreto-Ley y el Decreto Legislativo. 

c) Las Disposiciones aprobadas por Real Decreto del Presidente del Gobierno o acordado en el Consejo de 

Ministros. 

 

12. El Gobierno de la Nación ejerce la iniciativa legislativa prevista en la Constitución: 

a) Mediante la elaboración y aprobación de los anteproyectos de Ley y la ulterior remisión de los proyectos 

de Ley a las Cortes Generales. 

b) Mediante la aprobación de reales decretos-leyes y reales decretos legislativos. 

c) Mediante la aprobación de Reales Decretos. 

 

13. Las asociaciones representativas de intereses económicos y sociales, serán titulares de intereses 

legítimos colectivos: 

a) En los términos que la Ley reconozca 

b) En los términos que la Constitución establezca 

c) Siempre tendrán condición de interesados 

 



14. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo, conforme a la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos. 

b) Los que sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por 

resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva. 

c) Las afirmaciones del apartado a) y b) son ciertas. 

 

15. Cuando en una solicitud o comunicación figuren varios interesados, conforme a la Ley 39/2015, de 1 

de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) Las actuaciones a que den lugar se efectuarán con el representante o el interesado que expresamente 

hayan señalado, y, en su defecto, indistintamente con cualquiera de ellos. 

b) Las actuaciones a que den lugar se efectuarán con cada uno de ellos. 

c) Las actuaciones a que den lugar se efectuarán con el representante o el interesado que expresamente 

hayan señalado, y, en su defecto, el que figure en primer término. 

 

16. Señale la respuesta correcta, los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en 

los casos siguientes: 

a) Cuando incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico. 

b) Los que reuniendo los requisitos indispensables para alcanzar su fin, sin que den lugar a indefensión de 

los administrados, adolezcan de vicio de forma. 

c) Las afirmaciones de los apartados a) y b) no son correctas. 

 

17. La Administración requerirá el uso obligatorio de firma a los interesados, para: 

a) Renunciar derechos 

b) Presentar declaraciones responsables o comunicados 

c) a y b son correctas 

 

18. Los procedimientos sancionadores, según dispone la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) Se inician siempre de oficio por acuerdo del órgano competente. 

b) Se inician bien de oficio por acuerdo del órgano competente o bien a instancia de parte. 

c) Se inician siempre a instancia de parte interesada. 

 

19. En la instrucción del procedimiento administrativo puede acordarse por el órgano al que le 

corresponda la resolución del procedimiento un periodo de información pública, cuyo plazo en ningún 

caso podrá ser inferior a: 

a) Diez días. 

b) Quince días. 

c) Veinte días. 

 

20. Ponen fin al procedimiento administrativo de conformidad con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 

a) La resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia 

no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la prescripción. 

b) La resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia 

no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la caducidad. 

c) La afirmación de los apartados a) y b) son incorrectas. 

 

21. El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento podrá disponer su acumulación a otros 

con los que guarde identidad sustancial o íntima conexión: 



a) En el único supuesto de que el procedimiento haya sido iniciado de oficio. 

b) Siempre que sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver el procedimiento. 

c) No se admite que el acuerdo de acumulación sea solicitado a instancia de parte. 

 

22. De conformidad con lo establecido en el Artículo 57 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, contra el acuerdo de 

acumulación de un procedimiento a otros con los que guarden identidad sustancial o íntima conexión, 

siempre que sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver los mismos, procederá el siguiente 

recurso: 

a) Recurso de alzada. 

b) Recurso extraordinario de revisión. 

c) No procederá recurso alguno. 

 

23. Para determinar el plazo máximo en el que la Administración debe notificar resolución expresa:  

a) Habrá de estarse al fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento. Este plazo no 

podrá exceder de tres meses salvo que una norma con rango de ley establezca uno mayor o así venga 

previsto en el Derecho de la Unión Europea. 

b) Habrá de estarse al fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento. Este plazo no 

podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de ley establezca uno mayor o así venga 

previsto en el Derecho de la Unión Europea.  

c) Habrá de estarse al fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento. Este plazo no 

podrá exceder de seis meses salvo que una norma legal o reglamentaria establezca uno mayor o así 

venga previsto en el Derecho de la Unión Europea. 

 

24. Señale la respuesta correcta, si el acto administrativo no fuera expreso el solicitante y otros posibles 

interesados podrán interponer recurso de alzada: 

a) En el plazo de un mes a partir del día siguiente a aquél en que, de acuerdo con su normativa específica, 

se produzcan los efectos del silencio administrativo. 

b) En cualquier momento a partir del día siguiente a aquél en que, de acuerdo con su normativa específica, 

se produzcan los efectos del silencio administrativo. 

c) Contra los actos no expresos no puede interponerse recurso de alzada. 

 

25. Cuando el recurso extraordinario de revisión se interponga por haber sido dictado el acto 

administrativo incurriendo en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al 

expediente, el plazo para su interposición es: 

a) Tres meses. 

b) Seis meses. 

c) Cuatro años. 

 

26.  Las Administraciones Públicas, sus Organismos Públicos y entidades de derecho público vinculados o 

dependientes y las Universidades Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán 

suscribir convenios: 

a) Con sujetos de derecho público, que impliquen la cesión de la titularidad de la competencia 

b) Con sujetos de derecho público y privado, sin que ello pueda suponer cesión de la titularidad de la 

competencia 

c) Con sujetos de derecho público, sin que ello pueda suponer cesión de la titularidad de la competencia. 

 



27. Cuando el cumplimiento de una obligación establecida por una norma con rango de Ley corresponda 

a varias personas conjuntamente, responderán de las infracciones que, en su caso se cometan y de las 

sanciones que se impongan: 

a) De forma solidaria 

b) De forma subsidiaria 

c) De forma individual 

 

28. Cuando así se establezca en los propios actos legislativos y en los términos que en ellos se especifiquen, 

los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas de toda lesión 

que sufran en sus bienes y derechos como consecuencia de la aplicación de: 

 

a) Actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos que no tengan el deber jurídico de 

soportar 

b) Actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de derechos que tengan el deber jurídico de soporta 

c) Actos legislativos de naturaleza expropiatoria de derechos que no tengan el deber jurídico de soportar 

 

29. Respecto a los sistemas de identificación de las Administraciones Públicas: 

a) Cada Administración Pública adoptará las medidas adecuadas para facilitar la verificación de sus sellos 

electrónicos 

b) Se entenderá identificada la Administración Pública respecto de la información que se publique como 

propia en su portal de internet 

c) Ambas respuestas son correctas 

 

30. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al servicio de las 

Administraciones Públicas, conforme determina la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 

del Sector Público: 

a) Los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones 

por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicio. 

b) Los particulares la exigirán directamente a los Tribunales de Justicia al objeto de hacer valer su derecho. 

c) Los particulares la exigirán directamente al funcionario o autoridad causante del daño o perjuicio. 

 

31. Señale la respuesta correcta, la exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las 

Administraciones Públicas: 

a) No suspenderá, en ninguna circunstancia, los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad 

patrimonial que se instruyan. 

b) Suspende los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se instruyan. 

c) Sólo suspenden los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se instruyan 

cuando la determinación de los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de 

la responsabilidad patrimonial. 

 

 

 

32. Las Salas de lo Contencioso-administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conocerán en única 

instancia de los recursos que se deduzcan en relación con: 

a) Los actos y resoluciones dictados por los Tribunales Económico-Administrativos Regionales y Locales 

que pongan fin a la vía económico-administrativa. 

b) De todas las resoluciones que se dicten en materia de extranjería por la Administración periférica del 

Estado o por los órganos competentes de las Comunidades Autónomas. 



c) En primera o única instancia de los recursos contra resoluciones dictadas por los Ministros y Secretarios 

de Estado en materia de responsabilidad patrimonial cuando lo reclamado no exceda de 30.050 euros. 

 

33. Según la Ley de Contratos del Sector Público, sólo podrán contratar con el sector público 

a) Las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras, con la habilitación empresarial o 

profesional exigible para la realización de la actividad o prestación que constituya el objeto del 

contrato.  

b) Las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras que tengan plena capacidad de obrar, no 

estén incursas en una prohibición de contratar, y acrediten su solvencia económica, financiera y 

técnica o profesional o, se encuentren debidamente clasificadas 

c) Las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras, con la habilitación empresarial o 

profesional exigible para la realización de la actividad o prestación que constituya el objeto del 

contrato que acrediten su solvencia y no estén incursos en prohibición de contratar. 

 

34. De conformidad con el artículo 103 de la Ley 9/2007, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, los precios de los contratos (salvo los contratos no sujetos a regulación armonizada a que se 

refiere el artículo 19.2) sólo podrán ser objeto de: 

a) Revisión periódica y predeterminada en los términos establecidos en el Capítulo II, Título III, del Libro 

primero. 

b) Revisión periódica no predeterminada en los términos establecidos en el Capítulo II, Título III, del Libro 

primero. 

c) Revisión no periódica en los términos establecidos en el Capítulo II, Título III, del Libro primero. 

 

35. Señale la respuesta correcta, el importe del Valor Estimado de los contratos de obras, concesión de 

obras y concesión de servicios sujetos a regulación armonizada es: 

a) Igual o superior a 5.186.000 euros. 

b) Igual o superior a 5.225.000 euros. 

c) Igual o superior a 5.548.000 euros. 

 

36. Para que los contratistas puedan ceder sus derechos y obligaciones a terceros, los pliegos deberán 

contemplar, entre otros, la exigencia de uno de los siguientes requisitos: 

a) Que el órgano de contratación autorice de forma previa y expresa, la cesión 

b) Que el cedente tenga ejecutado al menos un 35 por ciento del importe del contrato o, cuando se trate 

de un contrato de concesión de obras o concesión de servicios, que haya efectuado su explotación 

durante al menos el 50 por ciento del plazo de duración del contrato. 

c) Que el cesionario tenga capacidad para contratar con la Administración o la solvencia que resulte 

exigible en función de la fase de ejecución del contrato. 

 

37. En los procedimientos restringidos relativos a contratos no sujetos a regulación armonizada, el plazo 

para la presentación de proposiciones no será inferior a: 

a) Quince días, contados desde la fecha del envío de la invitación.  

b) Diez días, contados desde la fecha del envío de la invitación.  

c) Quince días, contados desde la fecha de la recepción de la invitación.  

 

38. Según la Ley de Contratos del Sector Público, entre los requisitos para la subcontratación está el 

siguiente: 



a) Siempre que porcentaje a subcontratar supere el 60 por 100 del importe de adjudicación, el 

adjudicatario deberá comunicar anticipadamente y por escrito a la Administración la intención de 

celebrar subcontratos. 

b) En todo caso, el adjudicatario deberá comunicar anticipadamente y por escrito a la Administración la 

intención de celebrar los subcontratos.  

c) Para poder subcontratar es imprescindible que, antes de la firma del contrato, el adjudicatario 

comunique a la Administración la intención de celebrar subcontratos.  

 

39. Acordada la suspensión del contrato, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, en su artículo 208.2, establece 

que se indemnizará al contratista por los siguientes conceptos: 

a) Gastos salariales del personal que necesariamente deba quedar adscrito al contrato durante el periodo 

comprendido desde el inicio del contrato hasta el fin de la suspensión 

b) Un 5 por ciento de las prestaciones que debiera haber ejecutado el contratista durante el periodo de 

suspensión 

c) Los gastos correspondientes a las pólizas de seguro suscritas por el contratista previstos en el pliego de 

cláusulas administrativas vinculados al objeto del contrato 

 

40. El plazo de garantía en el contrato de obras se establecerá, según señala el artículo 243.3 de la Ley de 

Contratos del Sector Público: 

a) En el pliego de prescripciones técnicas según determine el órgano de contratación y no podrá ser inferior 

al año salvo casos especiales. 

b) En el informe que emita el director facultativo de la obra, de oficio o a instancia del contratista, 

potestativamente. 

c) En el pliego de cláusulas administrativas particulares atendiendo a la naturaleza y complejidad de la 

obra y no podrá ser inferior al año salvo casos especiales. 

 

41. Conforme al artículo 307 de la Ley 9/2017 de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, en el 

supuesto de suspensión de la iniciación del suministro por tiempo superior a cuatro meses por causa 

imputable a la Administración, el contratista sólo tendrá derecho a percibir una indemnización del: 

a) 3% del precio de adjudicación del contrato, IVA excluido. 

b) 5% del precio del contrato, IVA excluido. 

c) 6% del precio de las entregas dejadas de realizar en concepto de beneficio industrial. 

 

42. Los gastos de la entrega y transporte de los bienes objeto del suministro al lugar convenido, serán de 

cuenta de: (artículo 304) 

a) Del contratista salvo pacto en contrario 

b) Del contratista exclusivamente 

c) De la Administración salvo pacto en contrario. 
 

43. Conforme establece el artículo 68 del Real Decreto 5/2015 de 30 de octubre por el que se aprueba 

texto refundido de la ley del estatuto básico del empleado Público en qué supuestos podrá ser 

concedida la rehabilitación de la condición de funcionario: 

a) Pérdida de la nacionalidad o jubilación por incapacidad permanente para el servicio 

b) Por haber sido condenado a la pena principal o accesoria de inhabilitación 

c) Ambas respuestas son correctas 

 

44. Es órgano competente para la incoación de un expediente disciplinario a los funcionarios de 

administración local con habilitación de carácter nacional:  



a) La Dirección General de la Administración Local por faltas cometidas en Corporación distinta de aquélla 

en la que se encuentren prestando servicios, o cuando, por la gravedad de los hechos denunciados, 

pudiera dar lugar a sanción de destitución o separación del servicio.  

b) El Presidente de la Corporación Local, en todo caso, o el miembro de ésta que, por delegación de aquél, 

ostente la jefatura directa del personal. 

c) Las dos respuestas anteriores son correctas. 

 

45. El Comité de Seguridad y Salud Previsto en el artículo 38 de la Ley 31/1995 de 8 de noviembre de 

Prevención de Riesgos Laborales estará formado por 

a) Los Delegados de Prevención, los empresarios y/o sus representantes en número igual al de los Delegados 

de Prevención, y los Delegados Sindicales. 

b) Los Delegados Sindicales, los empresarios y/o sus representantes en número igual al de los Delegados 

Sindicales y los Responsables Técnicos de la prevención. 

c) Los Delegados de Prevención y por el empresario y/o sus representantes en número igual al de los 

Delegados de Prevención. 

 

46. La negociación colectiva de condiciones de trabajo de los funcionarios públicos estará sujeta a los 

principios de: 

a) Igualdad, legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial y transparencia. 

b) Legalidad, cobertura presupuestaria, buena fe negocial y transparencia. 

c) Legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, publicidad y transparencia. 

 

47. El Real Decreto Legislativo 5/2015, de 5 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido del 

Estatuto Básico del Empleado Público en su artículo 37.2 letra e), establece que quedará excluida de la 

obligatoriedad de la negociación colectiva: 

a) La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias de los funcionarios. 

b) La regulación y determinación concreta, en cada caso, de los sistemas, criterios, órganos y 

procedimientos de acceso al empleo público y la promoción profesional. 

c) Las normas que fijen los criterios y mecanismos generales en materia de evaluación del desempeño. 

 

48. Es causa de pérdida de la condición de funcionario de carrera (art. 63 RDL 5/2015): 

a) La renuncia a recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. 

b) La sanción disciplinaria de separación del servicio que tuviere carácter firme. 

c) La jubilación parcial del funcionario. 

 

49. Conforme el artículo 10 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 

el texto refundido del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿La ejecución de los programas de 

carácter temporal, no podrán tener una duración superior a: 

a) 3 años, ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de 

este Estatuto. 

b) 2 años, ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de 

este Estatuto. 

c) 1 año, ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de 

este Estatuto. 

 

50. Las retribuciones de los funcionarios en prácticas: 



a) Se determinarán por las Administraciones Públicas y como mínimo se corresponderán a las del sueldo 

del Subgrupo o Grupo, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, en que aspiren a ingresar. 

b) Se determinarán por las Administraciones Públicas y como máximo se corresponderán a las del sueldo 

del Subgrupo o Grupo, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo en que aspiren a ingresar. 

c) Se determinarán por las Administraciones Públicas, sin que puedan exceder del 60 por ciento de las que 

corresponden a los funcionarios de carrera del Subgrupo o Grupo, en el supuesto de que éste no tenga 

Subgrupo, en que aspiren a ingresar. 

 

51. Conforme determina el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido del Estatuto Básico del Empleado Público, en las ofertas de empleo público se 

reservará un cupo de las vacantes para ser cubiertas entre personas con discapacidad, no inferior al: 

a) Dos por ciento de las vacantes. 

b) Cinco por ciento de las vacantes. 

c) Siete por ciento de las vacantes. 

 

52. A quienes se encuentren en situación de excedencia por cuidado de familiares: 

a) No les será computable el tiempo que permanezcan en tal situación a efectos de carrera, trienios y 

derechos en el Régimen de la Seguridad Social que les sea de aplicación. 

b) No devengarán retribuciones. 

c) Las afirmaciones de los apartados a) y b) son falsas. 

53. El Comité de Seguridad y Salud es el órgano paritario y colegiado de participación destinado a la 

consulta regular y periódica de las actuaciones de la empresa en materia de prevención de riesgos. Se 

constituirá en todas las empresas o centros de trabajo que cuenten con: 

a) 50 o más trabajadores. 

b) Entre 25 y 50 trabajadores. 

c) Es suficiente con 25 trabajadores, entre los que se encuentre un 2% de trabajadores/as 

discapacitados/as. 

 

54. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias y en aplicación del 

principio de igualdad entre mujeres y hombres deberán seguir, entre otros, los siguientes criterios de 

actuación: 

a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cualquier tipo de discriminación con el fin de 

ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el acceso al empleo público y en 

el desarrollo de la carrera profesional. 

b) Eliminar el sexismo y los estereotipos de género. 

c) Incluir un informe de impacto de género en el expediente de aprobación de las ofertas de empleo y las 

pruebas de selección. 

 

55. Según el artículo 4 de la L.O. 3/2007, de 22 de marzo, la igualdad de trato de oportunidades entre 

mujeres y hombres: 

a) Es un principio recogido en las leyes vigentes necesarias para las previsiones derivadas de la presente 

Ley. 

b) Es un principio informador del ordenamiento jurídico y se integrará y observará en la interpretación y 

aplicación de las normas jurídicas. 

c) Supone la ausencia de toda discriminación por razón de sexo. 

 



56. ¿Cuál de las siguientes entidades, de conformidad con el artículo 3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases de Régimen Local, NO es una entidad local territorial? 

a) El municipio. 

b) la Isla en los archipiélagos balear y canario. 

c) Las Áreas Metropolitanas. 

 

57. Señale la afirmación correcta de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 

de las Bases de Régimen Local. 

a) A las sesiones de la Junta de Gobierno sólo podrán asistir los concejales pertenecientes a la misma 

b) Los concejales tendrán el tratamiento de ilustrísima.  

c) El alcalde designa libremente, entre los miembros de la Junta de Gobierno, a los Tenientes de Alcalde y 

donde ésta no exista, de entre los Concejales. 

 

58. El régimen de organización de los municipios de gran población es de aplicación a: 

a) Los municipios cuya población supere los 200.000 habitantes. 

b) Los municipios que sean capitales de provincia cuya población sea superior a los 170.000 habitantes. 

c) Los municipios cuya población supere los 75.000 habitantes, que presenten circunstancias económicas, 

sociales, históricas o culturales especiales, y así lo decidan las Asambleas Legislativas correspondientes 

a iniciativa de los respectivos Ayuntamientos.  

 

59. Conforme señala el artículo 33 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 

Local, el Pleno de la Diputación está constituido por: 

a) El Presidente, los Diputados y los Consejeros. 

b) El Presidente, los Diputados y Senadores. 

c) Las afirmaciones de las letras a) y b) son falsas. 

 

60. Señale el ejercicio de cuál de las siguientes atribuciones del Alcalde, en los municipios de régimen 

común, puede ser objeto de delegación, conforme establece el artículo 21 de la Ley 7/1985, de 2 de 

abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local:  

a) Desarrollar la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado y la disposición de gastos 

dentro de los límites de su competencia. 

b) Convocar y presidir las sesiones del Pleno y de la Junta de Gobierno. 

c) La jefatura superior de todo el personal. 

 

61. Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades Autónomas considere, en el ámbito de las 

respectivas competencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad Local infringe el ordenamiento 

jurídico, podrá requerirla, invocando el artículo 65 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, para que la citada 

Entidad Local proceda a la anulación dicho acto en un plazo máximo de: 

a) Quince días. 

b) Un mes. 

c) Tres meses. 

 

62. El Consejo de Ministros, a iniciativa propia y con conocimiento del Consejo de Gobierno de la 

comunidad autónoma correspondiente o a solicitud de éste, podrá proceder, mediante real decreto, a 

la disolución de los órganos de las corporaciones locales, con el previo acuerdo de: 

a) Las Cortes Generales. 

b) El Congreso de los Diputados. 

c) El Senado. 

 

 



63. Conforme dispone el artículo 16 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 

Local, el Padrón municipal es: 

a) Es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. 

b) Es el registro administrativo donde constan los titulares de bienes inmuebles radicados en el municipio 

de la imposición. 

c) Es el registro administrativo donde constan los habitantes de un municipio. 

 

64. Señale qué mayoría es necesaria, según el artículo 47 de la Ley 7/1985, de 2 abril, Reguladora de las 

Bases de Régimen Local, para la aprobación de las Ordenanzas Fiscales: 

a) Mayoría cualificada de dos tercios.  

b) Mayoría absoluta. 

c) Mayoría simple. 

 

65. Para presentar candidatura, las agrupaciones de electores necesitan un número de firmas de los 

inscritos en el censo electoral del municipio, conforme a un baremo. Señale qué opción se ajusta a 

dicho baremo: 

a) En los comprendidos entre 5.001 y 10.000 habitantes al menos 300 firmas.  

b) En los comprendidos entre 50.001 y 150.000 habitantes al menos 1.500 firmas. 

c) En los comprendidos entre 150.001 y 300.000 habitantes al menos 5.000 firmas 

 

66. Es competencia del Tribunal Económico Administrativo de Madrid: 

a) El Conocimiento y resolución en única instancia de las reclamaciones económico-administrativas 

contra los actos de aplicación de los tributos e imposiciones de sanciones tributarias. 

b) La emisión de dictámenes sobre proyectos de Ordenanzas fiscales a solicitud de cualquier Área de 

Gobierno municipal. 

c) El conocimiento de los ingresos de derecho público de competencia del Ayuntamiento de Madrid y de 

las entidades de derecho público vinculadas o dependientes del mismo. 

 

67. Corresponde a los Distritos del término municipal de Madrid, la competencia para: 

a) Conceder las autorizaciones de temporada de las piscinas públicas de uso común. 

b) Conceder las autorizaciones de temporada de las piscinas privadas de uso común. 

c) Las dos respuestas anteriores son correctas. 

 

68. Es competencia atribuible a los distritos 

a) La instalación de terrazas en terrenos de dominio público cuyo uso sea indistintamente público o privado 

b) La instalación de terrazas en terrenos de titularidad privada y uso público. 

c) La instalación de terrazas cuya titularidad y uso sea indistintamente pública o privada.  

 

69. La empresa Mercados Centrales de Abastecimiento de Madrid, Sociedad Anónima tiene la condición 

de:  

a) Empresa mixta 

b) Entidad pública empresarial. 

c) Organismo Autónomo de carácter mercantil 

 

70. De conformidad con el Reglamento Orgánico de los Distritos de la Ciudad de Madrid, los Distritos son 

instrumento esencial para la aplicación de una política municipal orientada a: 

a) Garantizar actuaciones bajo los principios de eficacia y solidaridad. 



b) La corrección de los desequilibrios y a la representación de los intereses de los diversos barrios del 

municipio. 

c) Homogeneizar la atención a la ciudadanía madrileña independientemente del territorio en el que se 

resida. 

 

71. De acuerdo con el artículo 92.3 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 

Administraciones Públicas, las autorizaciones demaniales habrán de otorgarse por tiempo 

determinado. ¿Cuál será su duración máxima?: 

a) Dos años, incluidas las prórrogas. 

b) Cuatro años, incluidas las prórrogas. 

c) Cinco años, incluidas las prórrogas. 

 

72. ¿Qué tipo de usos de los bienes de dominio público requieren concesión administrativa? 

a) El uso privativo y el uso anormal. 

b) El uso privativo, el uso anormal y el uso común especial. 

c) El uso común especial y el uso anormal. 

 

73. Conforme el artículo 82 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, las 

Entidades locales gozan, respecto de sus bienes de la siguiente prerrogativa: 

a) La de recuperar por sí mismas su posesión, cuando se trate de bienes patrimoniales en el plazo de un 

año. 

b) La de recuperar por sí mismas su posesión, cuando se trate de bienes patrimoniales en el plazo de tres 

años. 

c) La de recuperar por sí mismas su posesión, cuando se trate de bienes patrimoniales en el plazo de 

cinco años. 

 

74. De conformidad con lo establecido en el Artículo 17 de la Ley 9/2001, de 17 de julio del Suelo de la 

Comunidad de Madrid, el contenido urbanístico del derecho de propiedad en suelo urbano 

consolidado comprenderá, entre otros, el siguiente derecho: 

a) Promover la sectorización de sus terrenos, y para ello, el Plan de sectorización. 

b) Edificar en el solar en las condiciones y, en su caso, plazos establecidos por el planeamiento 

c) La realización de los actos precisos para la utilización y explotación agrícola, ganadera, forestal, 

cinegética o análoga a la que estén efectivamente destinados. 

75. De conformidad con lo establecido en la Ley 9/2001, de 17 de julio de la Comunidad de Madrid: 

a) Los Planes de Ordenación Urbanística entrarán en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín 

Oficial de la Comunidad de Madrid y tendrán vigencia indefinida. 

b) Los Planes de Ordenación Urbanística entrarán en vigor al mes de su publicación en el Boletín Oficial de 

la Comunidad de Madrid y tendrán vigencia por cinco años prorrogables dos más.  

c) Los Planes de Ordenación Urbanística entrarán en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín 

Oficial de la Comunidad de Madrid y tendrán vigencia por cinco años prorrogables por un máximo de 

dos años. 

 

76. Según la Ordenanza Municipal de Tramitación de Licencias Urbanísticas en el Ayuntamiento de Madrid 

entre los actos no sujetos a licencia urbanística, declaración responsable o comunicación previa hay 

que incluir: 

a) Las obras de ampliación, reforma, modificación o rehabilitación de edificios, construcciones e 

instalaciones ya existentes. 

b) La colocación de carteles y vallas de propaganda visibles desde la vía pública. 



c) Obras de conservación consistentes en la sustitución de acabados interiores de una sola  vivienda o local 

cuando no estén protegidos arquitectónicamente. 

 

77. Conforme a lo establecido en el artículo 194 de la Ley 9/2001 del suelo de la Comunidad de Madrid en 

los supuestos de legalización de actos de edificación o uso del suelo en curso de ejecución, el plazo 

máximo de notificación de la resolución del procedimiento regulado en este artículo será de  

a) Tres meses 

b) Seis meses 

c) Diez meses 

 

78. En los edificios protegidos o catalogados con nivel 1 ó 2 de protección declarados en situación legal de 

ruina urbanística el plazo para solicitar la preceptiva licencia que ampare las actuaciones de 

rehabilitación contempladas en el artículo 13 de la Ordenanza sobre conservación rehabilitación y 

estado ruinoso de las edificaciones del Ayto Madrid será de 

a) En el plazo de tres meses, si no se hubiese apreciado incumplimiento injustificado al deber de conservar 

b) En el plazo de dos meses si no se hubiese apreciado incumplimiento injustificado al deber de 

conservación 

c) en el plazo de un mes si no se hubiese apreciado incumplimiento injustificado al, deber de conservación. 

 

79. La Consejería competente en materia de ordenación urbanística, desde que tenga conocimiento de la 

realización de obras o usos del suelo sin licencia u orden de ejecución, realizará las siguientes acciones: 

a) Dispondrá de forma urgente la suspensión inmediata del acto. 

b) Dispondrá de forma urgente la suspensión inmediata del acto, comunicándolo al Alcalde, para que 

precinte las obras o el local. 

c) Se dirigirá al Alcalde requiriendo la adopción de la suspensión inmediata del acto. 

 

80. ¿Las declaraciones responsables y comunicaciones pueden presentarse dentro un lazo posterior al 

inicio de la actividad? (artículo 69.3 Ley 39/2015)  

 

a) No, pues permiten el inicio de una actividad únicamente desde el día de su presentación. 

b) Sí, podrán presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad cuando la legislación 

correspondiente lo prevea expresamente. 

c) Únicamente en las comunicaciones, podrán presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la 

actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente. 

 

81. El artículo 135 de la Ley 7/1985, Reguladora de las Bases de Régimen Local, establece que en los 

municipios de gran población el sistema tributario municipal está regido por los principios de: 

a) Eficiencia, suficiencia, agilidad y unidad en la gestión. 

b) Eficiencia, suficiencia, agilidad y coordinación en la gestión. 

c) Progresividad, eficiencia, suficiencia y coordinación en la gestión. 

 

82. De conformidad con el artículo 2 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, NO forman parte 

de los recursos de las entidades locales: 

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado. 

b) Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e impuestos y los recargos exigibles 

sobre los impuestos del Estado. 

c) Las participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas. 



 

83. Los ingresos procedentes de los bienes de dominio público, según dispone el artículo 3 del Texto 

Refundido de la Ley de Haciendas Locales: 

a) Tienen la consideración de ingresos de derecho privado. 

b) En ningún caso tendrán la consideración de ingresos de derecho privado. 

c) Tendrán la consideración de ingreso de derecho privado los ingresos provenientes del canon por 

ocupación privativa de los bienes demaniales. 

 

84. Señale la respuesta correcta: 

a) No podrán reconocerse otros beneficios fiscales en los tributos locales que los expresamente previstos en 

normas con rango de ley o los derivados de la aplicación de los tratados internacionales. 

b) Las Entidades Locales podrán reconocer beneficios fiscales, no previstos expresamente en norma con 

rango de ley o tratado internacional, mediante su establecimiento en la correspondiente ordenanza fiscal. 

c) Las Entidades Locales podrán establecer beneficios fiscales en el acto de aplicación de los tributos, que 

no estén previstos expresamente en normas con rango de ley, reglamentarias o tratados internacionales. 

 

85. Las reclamaciones económico-administrativas, en los municipios de gran población, están atribuidas 

por el artículo 137 de la Ley 7/1985, Reguladora de las Bases de Régimen Local, a un órgano 

especializado cuyas resoluciones: 

a) Ponen fin a la vía administrativa y contra ellas sólo cabrá la interposición del recurso contencioso-

administrativo. 

b) No ponen fin a la vía administrativa, siendo susceptibles de ser recurridas ante el propio Tribunal 

Económico-administrativa, mediante la interposición de recurso de alzada. 

c) No ponen fin a la vía administrativa, siendo susceptibles de ser recurridas ante el propio Tribunal 

Económico-administrativa, mediante la interposición de recurso de reposición. 

 

86. De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 17 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 

por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, los acuerdos 

provisionales adoptados por las corporaciones locales para el establecimiento, supresión y ordenación 

de tributos y para la fijación de los elementos necesarios en orden a la determinación de las respectivas 

cuotas tributarias, así como las aprobaciones y modificaciones de las correspondientes ordenanzas 

fiscales se expondrán en el tablón de anuncios de la entidad: 

a) Durante sesenta días, como mínimo 

b) Durante treinta días, como mínimo. 

c) Durante quince días, como mínimo. 

 

87. De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 5 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 

por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, los ingresos 

procedentes de la enajenación o gravamen de bienes y derechos que tengan la consideración de 

patrimoniales: 

a) No podrán destinarse a la financiación de gastos corrientes, salvo que se trate de parcelas sobrantes de 

vías públicas no edificables o de efectos no utilizables en servicios municipales o provinciales. 

b) No podrán destinarse a la financiación de gastos corrientes en ningún caso. 

c) No podrán destinarse a la financiación de gastos corrientes, salvo que se trate de parcelas sobrantes de 

vías públicas edificables o de efectos utilizables en servicios municipales o provinciales. 

 



88. De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 20 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 

por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, la prestación 

patrimonial que establecen las entidades locales por la prestación de un servicio público o la 

realización de una actividad administrativa en régimen de derecho público de competencia local que 

se refiera, afecte o beneficie de modo particular al sujeto pasivo, cuando no sea de solicitud o 

recepción voluntaria por los administrados tendrá la consideración de: 

a) Precio público. 

b) Tasa. 

c) Contribución especial. 

 

89. El importe de los precios públicos deberá cubrir como mínimo el coste del servicio prestado o de la 

actividad realizada: 

a) Siempre 

b) Cuando existan razones sociales, benéficas, culturales o de interés público que así lo aconsejen puede 

fijarse por debajo del coste del servicio o actividad. 

c) Debe cubrir con carácter preceptivo el noventa por ciento del coste del servicio. 

 

90. Los bienes inmuebles que se destinen a la enseñanza por centros docentes acogidos total o 

parcialmente al régimen de concierto estarán exentos del pago del IBI en cuanto a la superficie 

concertada: 

a) Siempre 

b) Previa solicitud 

c) En ningún caso 

 

91. Señale la respuesta correcta, la titularidad de los siguientes derechos sobre bienes inmuebles rústicos 

y urbanos y sobre los bienes inmuebles de características especiales da lugar al hecho imponible del 

Impuesto sobre Bienes Inmuebles: 

a) Derecho real de superficie, derecho real de usufructo, derecho de servidumbre. 

b) Derecho real de superficie, derecho real de usufructo, derecho de propiedad. 

c) De una concesión administrativa sobre los propios inmuebles o los servicios públicos a que se halle 

afectos, derecho real de superficie, derecho real de usufructo y derecho real de propiedad. 

 

92. En el Impuesto sobre Bienes Inmuebles el resultado de aplicar a la base liquidable el tipo de gravamen 

se denomina: 

a) Base imponible. 

b) Cuota íntegra. (art. 71 TRLHL) 

c) Cuota líquida. 

 

93. Están exentos del Impuesto sobre Actividades Económicas: 

a) Los sujetos pasivos que inicien el ejercicio de su actividad en territorio español, durante los tres primeros 

períodos impositivos de este impuesto en que se desarrolle aquella. 

b) Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, las sociedades civiles y las entidades del artículo 

35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que tengan un importe neto de la cifra 

de negocios igual o superior a 1.000.000 de euros. 

c) Ninguno de los anteriores sujetos pasivos están exentos del Impuesto sobre Actividades Económicas.  

 



94. Conforme a lo dispuesto en el artículo 97 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en el 

impuesto de Vehículos de Tracción Mecánica la gestión, liquidación, inspección y recaudación, así 

como la revisión de los actos dictados en vía de gestión tributaria corresponde al Ayuntamiento: 

a) Que conste en el permiso de circulación del vehículo. 

b) Que conste en la Jefatura Provincial de Tráfico. 

c) En que esté empadronado el propietario del vehículo.  

 

95. Conforme señala el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 

refundido del Estatuto Básico del Empleado Público, las retribuciones complementarias son las que : 

a) Retribuyen al funcionario según la adscripción de su cuerpo o escala a un determinado Subgrupo o grupo 

de clasificación profesional. 

b) Retribuyen las características de los puestos de trabajo, carrera profesional o el desempeño, 

rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario. 

c) Retribuyen la antigüedad alcanzada por el funcionario en su puesto de trabajo. 

 

96. El plazo para presentar la declaración comprensiva de los elementos de la relación tributaria 

imprescindibles para practicar la liquidación del Impuesto sobre el Incremento de los Terrenos de 

Naturaleza Urbana, conforme determina la Ordenanza Fiscal del Ayuntamiento de Madrid reguladora 

de este impuesto, cuando se trate de actos inter vivos será: 

a) Seis meses. 

b) Un mes. 

c) Treinta días hábiles. 

 

97. Conforme señala el artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen 

Local, la intervención de las Entidades Locales en la actividad de los ciudadanos se ajustará en todo 

caso a los principios de: 

a) Igualdad de trato, necesidad y proporcionalidad con el objetivo que se persigue. 

b) Igualdad de trato, eficacia y objetividad. 

c) Proporcionalidad, necesidad e igualdad de trato. 

 

98. Conforme el artículo 23 Ley 11/1999, de 29 de abril, de la Cámara de Cuentas de la Comunidad de 

Madrid, la Cámara de Cuentas está integrada por los siguientes órganos: 

a) El Consejo, el Presidente, el Vicepresidente, La Secretaría General 

b) El Consejo, El Presidente, el Vicepresidente, los Consejeros, la Secretaría General. 

c) El Consejo, El Presidente, el Vicepresidente, los Consejeros, el Pleno, la Secretaría General. 

 

99. Según lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, podrán contratar la prestación de su 

trabajo: 

a) Quienes tengan plena personalidad jurídica conforme a lo dispuesto en el Código Civil. 

b) Los menores de dieciocho años y mayores de dieciséis, que vivan de forma independiente, sin que sea 

preciso el consentimiento de sus padres o tutores, o la autorización de la persona o institución que les 

tenga a su cargo. 

c) Los extranjeros, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación específica sobre la materia. 

 



100. Conforme el artículo 24 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, ¿cuándo prescribe la acción para exigir el pago de 

las deudas por cuotas de la Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta? 

a) A los 4 años 

b) A los 5 años 

c) A los 6 años. 
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